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 La versión original del Protocolo de Minnesota se 
elaboró mediante un proceso de expertos dirigido 
por el Minnesota Lawyers International Human 
Rights Committee, cuya motivación fue la toma de 
conciencia de algunos agentes de la sociedad civil 
de la inexistencia en esos momentos de una clara 
referencia internacional que sirviese de guía 
práctica para los encargados de llevar a cabo la 
investigación de muertes ocurridas en 
circunstancias sospechosas o como norma para 
evaluar ese tipo de investigación. 



“ Toda muerte en circunstancias sospechosas ocurrida en 
cualquier parte del mundo es en potencia una vulneración 

del derecho a la vida, calificado frecuentemente como el 
derecho humano supremo, por lo que la prontitud, 

imparcialidad y eficacia de la investigación es fundamental 
para que no prevalezca la impunidad y se imponga una 

cultura de rendición de cuentas. Lo mismo cabe decir de las 
desapariciones forzadas. La versión actualizada del 

Protocolo de Minnesota brinda una plataforma exhaustiva y 
común a los investigadores forenses, patólogos, agentes del 
orden, abogados, fiscales, jueces y ONG para hacer realidad 

la rendición de cuentas en todo el mundo” 

 

Zeid Ra’ad Al Hussein  

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos 



 Actualización de la versión original 
titulada Manual de las Naciones Unidas 

sobre la Prevención e Investigación 
Eficaces de las Ejecuciones Extralegales, 

Arbitrarias o Sumarias de 1991, que, 
con su uso generalizado, llegó a 
conocerse como el Protocolo de 

Minnesota. Originalmente el Protocolo 
de Minnesota se preparó para 

complementar los Principios de las 
Naciones Unidas relativos a una Eficaz 

Prevención e Investigación de las 
Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o 

Sumarias.  



 La preparación del Protocolo en su primera 
lectura fue facilitada entre 1983 y 1991 por el 

Minnesota Lawyers International Human 
Rights Committee (en la actualidad, The 

Advocates for Human Rights), con 
contribuciones del Programa de Ciencia y 

Derechos Humanos de la American 
Association for the Advancement of Science. 

Fue aprobado por la Subdivisión de 
Prevención del Delito y Justicia Penal del 

Centro de Desarrollo Social y Asuntos 
Humanitarios de las Naciones Unidas en 

1991.  



 Desde entonces ha sido utilizado por tribunales, 
comisiones y comités nacionales, regionales e 
internacionales, como el Comité de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos y la 
Comisión Africana de Derechos Humanos y de 
los Pueblos. Los Principios de las Naciones 
Unidas y el Protocolo de Minnesota también han 
sido utilizados por Estados, organizaciones 
internacionales y ONG de todo el mundo hasta 
erigirse en una referencia con influencia en las 
investigaciones de muertes. Desde la 
publicación del Protocolo de 1991 se han 
producido importantes novedades en el derecho 
internacional, las prácticas de investigación y la 
ciencia forense.  



 A fin de garantizar que el Protocolo siguiese 
conservando su relevancia y reflejase esos 
avances, en 2014 el Relator Especial sobre 
las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o 

arbitrarias, en colaboración con la Oficina del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas 

para los Derechos Humanos, inició un 
proceso para revisar y actualizar el Protocolo. 
A tal fin, nombró un equipo internacional de 

juristas y expertos forenses, así como un 
grupo consultivo de alto nivel .  



El Protocolo de Minnesota de 2016 
puede descargarse en los seis idiomas 
de las Naciones Unidas en el sitio web 
de la Oficina del Alto Comisionado de 

las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos (www.ohchr.org). 



OBJETIVOS  Y 
ÁMBITO DE 
APLICACIÓN  



 El objeto del Protocolo de Minnesota es proteger el 
derecho a la vida y promover la justicia, la rendición de 
cuentas y el derecho a una reparación mediante la 
promoción de una investigación eficaz de toda muerte 
potencialmente ilícita o sospecha de desaparición 
forzada.  

 El Protocolo establece una norma común de desempeño 
en la investigación de una muerte potencialmente ilícita 
o una sospecha de desaparición forzada, así como un 
conjunto común de principios y directrices para los 
Estados, las instituciones y las personas que participen 
en la investigación.  



 El Protocolo de Minnesota se aplica a la 
investigación de toda “muerte potencialmente 
ilícita” y, mutatis mutandis, de toda sospecha 

de desaparición forzada. A los fines del 
Protocolo, este prevé principalmente 

situaciones en que:  



 a) La muerte puede haber sido causada por actos u omisiones del Estado, de sus órganos 
o agentes, o puede ser atribuible al Estado, en violación de su obligación de respetar el 
derecho a la vida1. Incluye, por ejemplo, todas las muertes posiblemente causadas por 
funcionarios de las fuerzas del orden u otros agentes del Estado; las muertes causadas 
por grupos paramilitares, milicias o “escuadrones de la muerte” sospechosos de actuar 
bajo la dirección del Estado o con su consentimiento o aquiescencia; así como las 
muertes causadas por fuerzas militares o de seguridad privadas en el ejercicio de 
funciones del Estado. 



 b) La muerte sobrevino cuando la persona 
estaba detenida, o se encontraba bajo la 
custodia del Estado, sus órganos o agentes. 
Incluye este supuesto, por ejemplo, todas las 
muertes de personas detenidas en prisiones, en 
otros lugares de reclusión (oficiales y de otro 
tipo) y en otras instalaciones donde el Estado 
ejerce un mayor control sobre su vida. 



 c) La muerte podría ser resultado del incumplimiento por el Estado de 
su obligación de proteger la vida. Incluye este supuesto, por ejemplo, 
cualquier situación en que un Estado no ejerza la diligencia debida para 
proteger a una persona o personas contra amenazas externas previsibles 
o actos de violencia por agentes no estatales.  



 También es una obligación general del Estado 
investigar toda muerte ocurrida en circunstancias 
sospechosas, aun cuando no se denuncie o se sospeche 
que el Estado fue el causante de la muerte o se abstuvo 
ilicitamente de prevenirla. 



 En el Protocolo se describen las obligaciones jurídicas 
de los Estados y las normas y directrices comunes 
relativas a la investigación de muertes potencialmente 
ilícitas (sección II).  

 Se establece la obligación de toda persona partícipe en 
una investigación de observar las normas de ética 
profesional más estrictas (sección III).  

 Se proporciona orientación y se describen las buenas 
prácticas aplicables a los partícipes en el proceso de 
investigación, incluida la policía y otros investigadores, 
los médicos y juristas y los miembros de mecanismos y 
procedimientos de indagación (sección IV). 



 Los Estados deberían adoptar todas las medidas 
apropiadas para incorporar las normas del Protocolo a 
su ordenamiento jurídico interno y promover su uso 
por los departamentos y el personal competentes, 
como, aunque no exclusivamente, los fiscales, los 
abogados defensores, los jueces, las fuerzas del orden y 
el personal penitenciario y militar, así como por 
profesionales de la salud y forenses. 



 El Protocolo también es relevante en los casos en que 
las Naciones Unidas, grupos armados no estatales que 
ejerzan una autoridad estatal o cuasi estatal o 
sociedades mercantiles  tengan la responsabilidad de 
respetar el derecho a la vida y reparar todo abuso del 
que sean causantes o al que hayan contribuido. 

  El Protocolo también puede orientar la vigilancia de las 
investigaciones por las Naciones Unidas, 
organizaciones e instituciones regionales, la sociedad 
civil y las familias de las víctimas, y puede ser un 
material didáctico para la enseñanza y la capacitación 
en investigaciones de muertes. 



MARCO JURÍDICO 
INTERNACIONAL 



DERECHO A LA VIDA 

El derecho a no ser privado arbitrariamente de la vida es un derecho 
fundamental y universalmente reconocido que es aplicable en todo 
momento y en toda circunstancia. No se permite ninguna suspensión, 
ni siquiera durante un conflicto armado o en situaciones 
excepcionales. El derecho a la vida está protegido por los tratados 
internacionales y regionales, el derecho consuetudinario internacional 
y los sistemas jurídicos nacionales. Este derecho está reconocido en, 
entre otros instrumentos, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos de 1948, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos de 1966, las convenciones africana, interamericana y europea 
de derechos humanos9 y la Carta Árabe de Derechos Humanos. 



 La obligación de investigar es una parte esencial de la 
defensa del derecho a la vida. Esta obligación hace 
efectivos en la práctica los deberes de respetar y 
proteger el derecho a la vida, y promueve la rendición 
de cuentas y la reparación cuando pueda haberse 
vulnerado ese derecho sustantivo. Cuando en el marco 
de una investigación se descubran pruebas de que la 
muerte fue causada ilícitamente, el Estado debe velar 
por que se enjuicie a los autores identificados y, en su 
caso, sean castigados mediante un proceso judicial.  



 Todo incumplimiento de la obligación de investigar es 
una vulneración del derecho a la vida. 

  Las investigaciones y los enjuiciamientos son 
esenciales para prevenir futuras vulneraciones y 
promover la rendición de cuentas, la justicia, el 
derecho a la reparación y la verdad, así como el estado 
de derecho. 



En los casos de muerte potencialmente ilícita, los familiares 
tienen derecho, como mínimo, a ser informados sobre las 

circunstancias, la ubicación y la condición de los restos y, si se 
hubiera determinado, sobre la causa de la muerte y la manera 

en que ocurrió. 

Los familiares tienen derecho a solicitar y obtener 
información sobre las causas de la muerte, así como a 

conocer la verdad acerca de las circunstancias, los 
acontecimientos y los motivos que la provocaron.  



 El deber del Estado de 
investigar se activa 
cuando este tenga 

conocimiento o debiera 
haberlo tenido de una 
muerte potencialmente 
ilícita, así como cuando 
una presunta muerte 
ilícita sea denunciada 
de manera razonable. 



 El derecho internacional 
exige que las 
investigaciones sean: 

 I) prontas;  

II) efectivas y 
exhaustivas;  

III) independientes e 
imparciales; y  

IV) transparentes 



ÉTICA 
PROFESIONAL 



 Todas las partes involucradas en la investigación de 
una muerte potencialmente ilícita deben cumplir las 
más estrictas normas profesionales y éticas en todo 

momento. Deben procurar asegurar la integridad y la 
efectividad del proceso de investigación y promover los 

objetivos de justicia y derechos humanos. Además, 
tienen responsabilidades éticas hacia las víctimas, sus 

familiares y otras personas a las que concierna la 
investigación, y deben respetar la seguridad, la 

privacidad, el bienestar, la dignidad y los derechos 
humanos de toda persona afectada, de conformidad 

con los principios humanitarios aplicables, en 
particular los de humanidad e imparcialidad. 



 En lo relativo al trato con 
familiares, testigos 

potenciales y otras personas 
contactadas en el curso de 

una investigación, los 
investigadores deben 

procurar que el daño que el 
proceso de investigación 
pueda causarles sea el 

menor posible, en particular 
en cuanto al bienestar físico 

y mental de las personas 
involucradas en la 

investigación y la dignidad 
de las fallecidas.  



 Todo médico forense que participe en la 
investigación de una muerte 
potencialmente ilícita tiene 

responsabilidades ante la justicia, los 
familiares de la persona fallecida y, en 

general, ante el público.  

 Para asumir adecuadamente estas 
responsabilidades, los médicos forenses, 

deben actuar con independencia e 
imparcialidad. Sean o no empleados por 

la policía o el Estado, los médicos 
forenses deben comprender claramente 

sus obligaciones ante la justicia (no ante 
la policía o el Estado) y ante los 

familiares de la persona fallecida, a fin 
de ofrecer un relato veraz de la causa y 

las circunstancias de la muerte. 



 En términos más generales, como se 
estipula en el Código Internacional de Ética 
Médica de la Asociación Médica Mundial 
(AMM), “el médico debe dedicarse a 
proporcionar un servicio médico 
competente, con plena independencia 
profesional y moral, con compasión y 
respeto por la dignidad humana”.  

 Para su plena realización, esto también 
exige que el Estado cree las circunstancias 
que propicien que dicha independencia se 
pueda ejercer, en particular que proteja al 
médico forense del daño o acoso que pueda 
resultar de su participación en casos 
potencialmente delicados. 


